
 

 

 

 

NÚMERO IDENTIFICADOR 

 

RES______________________ 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

Panel X 

 
 

EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO 

 
Recurrido 

 
 

v. 

 
 

JOHN HERNÁNDEZ 

VARGAS 
 

Peticionario 
 

 
 

 
 

KLCE201901724 

Certiorari 
procedente del 

Tribunal de 
Primera 

Instancia, Sala 
Superior de 
Aguadilla 

 
Caso Núm. 
AVI2013G0008 y 

otros 
 

Sobre:  
Inf. Art.109 CP y 
otros 

 

 

Panel integrado por su presidenta, la juez Birriel Cardona, el juez 
Bonilla Ortiz y la jueza Cortés González  
 

Cortés González, Jueza Ponente 
 

 
RESOLUCIÓN 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

 El 30 de diciembre de 2019 el señor John Hernández Vargas 

(señor Hernández Vargas o el peticionario) instó un escrito por 

derecho propio ante este foro apelativo intermedio.  En este nos 

solicita que decretemos la revocación de una resolución emitida por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Aguadilla, el 5 de 

diciembre de 2019, que denegó su petición para ser resentenciado.   

 Tras el detenido examen del escrito presentado, determinamos 

prescindir de la comparecencia de la parte recurrida, conforme nos 

faculta la Regla 7(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII-B.  Procedemos, entonces, a adjudicar el asunto 

traído ante nuestra atención.  Adelantamos, nuestra decisión de 

denegar el recurso solicitado.  
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I. 

Se desprende del expediente apelativo y de una mirada que 

hemos dado al sistema automatizado de consulta de casos de la 

Rama Judicial, que luego de acoger una alegación preacordada, el 

29 de octubre de 2013 el Tribunal de Primera Instancia, impuso al 

señor Hernández Vargas una pena de seis (6) años y (6) meses de 

cárcel, por infracción al Art. 109 del Código Penal de Puerto Rico y 

al Art. 5.06 de la Ley de Armas de Puerto Rico, a ser cumplidos bajo 

la Ley Núm. 259 de 3 de abril de 1946, Ley de Sentencia 

Suspendida y Libertad a Prueba, según enmendada, 34 LPRA, sec. 

1026 et seq.  Posteriormente, este beneficio le fue revocado.   

El 14 de noviembre de 2019 el peticionario presentó “moción 

por derecho propio en virtud y solicitud de reconsideración de 

sentencia en virtud al Art. 4(B) del principio de favorabilidad y a los 

Artículos 80, 61 y 69 del Código Penal”.  Dicha moción fue 

declarada No Ha Lugar mediante Orden dictada el 5 de diciembre de 

2019. 

Insatisfecho, el peticionario acudió ante nos mediante el 

presente recurso y señala que el Tribunal de Primera Instancia erró 

al no conceder su solicitud de resentencia, lo que violenta el 

principio de favorabilidad.   

II. 

A. El recurso extraordinario de certiorari en el ámbito 
criminal 

 

El vehículo procesal de certiorari “es un recurso extraordinario 

mediante el cual un tribunal de jerarquía superior puede revisar a 

su discreción una decisión de un tribunal inferior”. Pueblo v. Díaz de 

León, 176 DPR 913 (2009).  El certiorari es el único medio disponible 

para el sentenciado mediante una convicción por alegación de 

culpabilidad, para solicitar la revisión de errores de derecho 

procesales o de carácter sustantivo.  Pueblo v. Colón, 149 DPR 630, 
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637 (1999).  El aludido recurso, se expedirá de acuerdo con lo 

establecido en las Reglas 193 a 217 de Procedimiento Criminal.  34 

LPRA sec. 193 et seq., y conforme los parámetros contemplados en 

la Regla 40 del Reglamento de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40.  Al certiorari ser el vehículo procesal para revisar decisiones 

interlocutorias, poseemos discreción para atender o no los méritos 

del asunto planteado.  Acorde con este principio, el estado de 

derecho vigente nos provee los siguientes criterios para que 

podamos ejercer sabia y prudentemente nuestra facultad 

discrecional, de expedir o no un auto de certiorari, a saber: 

(A) [s]i el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho. 
 

(B) [s]i la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema. 

 
(C) [s]i ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  
 

(D) [s]i el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados o de alegatos más elaborados. 

 
(E) [s]i la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 
(F) [s]i la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 

 
(G) [s]i la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. Regla 40 del 
Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra.  

 

Los criterios antes enunciados delimitan nuestro ejercicio 

discrecional para expedir un auto de certiorari.  Solo habrá de 

expedirse si al menos uno de estos criterios aconseja la revisión del 

dictamen recurrido.   

B. Principio de favorabilidad  

El principio de favorabilidad permite la aplicación de una ley 

más favorable a la persona envuelta en un proceso criminal, bien 

sea, que se encuentre imputado, acusado o sentenciado a delito.  De 
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hecho, el principio de favorabilidad es aplicable, tanto para las 

personas convictas mediante una alegación de culpabilidad como 

para aquellas sentenciadas luego de la celebración de un juicio 

criminal.  

En nuestra jurisdicción, opera, de ordinario, el postulado 

básico de que la ley aplicable a unos hechos delictivos será aquella 

vigente al momento de cometerse el acto delictivo. Pueblo v. Rexach 

Benítez, 130 DPR 273, 301 (1992).  Sin embargo, el principio de 

favorabilidad formula aquellas instancias en las que una ley 

posterior, puede ser aplicada de forma retroactiva sobre unos 

hechos criminales anteriores a su vigencia, por ser de carácter 

favorable.  Esta normativa se verá limitada si existe una cláusula de 

reserva que impida su extensión retroactiva.  Pueblo v. González, 

165 DPR 675, 685 (2005). 

En este país, la favorabilidad es de carácter puramente 

estatutario y corresponde a un acto de gracia legislativa. Pueblo v. 

Torres Cruz, 194 DPR 53, 60 (2015).  Por lo tanto, se encuentra 

codificada en el Artículo 4 de la Ley Núm. 246-2014, 33 LPRA sec. 

5004.  El referido articulado, establece las siguientes normas para 

su aplicabilidad.  Estas son: 

(a) [s]i la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es 
distinta de la que exista al procesar al imputado o al 
imponerle la sentencia, se aplicará siempre la ley más 
benigna. 
 

(b) [s]i durante el término en que la persona está cumpliendo 
la sentencia entra en vigor una ley más benigna en 
cuanto a la pena o al modo de ejecutarla, se aplicará 
retroactivamente.  

 

(c) [s]i durante el término en que la persona está cumpliendo 
la sentencia entra en vigor una ley que suprime el delito, 
o el Tribunal Supremo emite una decisión que 
despenalice el hecho, la pena quedará extinguida y la 
persona liberada, de estar recluida o en restricción de 
libertad. Íd. 

  

Solamente se aplicará el efecto retroactivo de la nueva ley o de 

una decisión judicial, si ocurre alguno de los incisos antes 
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transcritos. Íd.  Esto se debe a que las leyes más favorables, no 

contienen una disposición constitucional que obligue su aplicación. 

Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 686 (2012).  

C. Ley de Sentencia Suspendida y la Regla 247.1 de 

Procedimiento Civil 
 

La Ley 259 de 3 de abril de 1946 (Ley Núm. 259-1946), 

titulada Ley de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba, provee 

un mecanismo alterno para que el convicto cumpla su sentencia 

fuera de prisión. 34 LPRA sec. 1026 et seq.; Pueblo v. Texidor Seda, 

128 DPR 578, 582 (1991).  La concesión de dicho mecanismo 

alterno es discrecional. Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, 174 DPR 40, 

46 (2008); Pueblo v. Rodríguez Velázquez, 152 DPR 192 (2000).   

Esto se debe a que su disfrute es un privilegio y no un derecho.  

Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, 174 DPR 40, 46 (2008); Pueblo v. 

Rodríguez Velázquez, 152 DPR 192 (2000).  Su fin “es rehabilitar al 

individuo que delinque y lograr que éste se convierta en un miembro 

útil de la sociedad”.  Pueblo v. Carrasquillo, supra; Pueblo v. 

Rodríguez Velázquez, supra, pág. 202.   

El beneficio de sentencia suspendida es limitado y solo se 

concederá en los casos que el legislador haya expresado.  Por tal 

razón, su concesión queda en la sana discreción del foro 

sentenciador.  Pueblo v. Vázquez Carrasquillo, pág. 47; Pueblo v. 

Bonilla, 148 DPR 486, 495 (1999).  En consecuencia, el juez podrá 

suspender los efectos de sentencia suspendida si concurren los 

elementos dispuestos en el Artículo 2 de la Ley Núm. 259-1946, 34 

LPRA sec. 1027.   

En el ejercicio de su discernimiento, “el tribunal sentenciador 

podrá en cualquier momento en que a su juicio la libertad a prueba de 

una persona fuere incompatible con la debida seguridad de la 

comunidad o con el propósito de rehabilitación del delincuente, 

revocar dicha libertad y ordenar la reclusión de la persona por el 
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período de tiempo completo señalado en la sentencia cuya ejecución 

suspendió para ordenar la libertad a prueba, sin abonarle a dicha 

persona el período de tiempo que estuvo en libertad a prueba”.  

Artículo 4 de la Ley Núm. 259-1946, 34 LPRA sec. 1029.  De igual 

manera, la Regla 247.1 de Procedimiento Criminal, establece que, 

“[e]n el caso de incumplimiento de una condición de la libertad a 

prueba, el tribunal podrá dejar sin efecto la libertad a prueba y 

proceder a dictar sentencia siguiendo lo dispuesto en la secs. 1026 et 

seq. [Ley Núm. 259-1946] de este título”. 34 Ap. II, R. 247.1.  Ya ha 

señalado el Tribunal Supremo de Puerto Rico “que la palabra ‘podrá’ 

generalmente implica la intención del legislador de conceder 

discreción al sujeto a quien se dirige”. Pueblo v. Hernández 

Villanueva, 179 DPR 872, 889 (2010); Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 

DPR 267, 319 (1998).  

Al momento de “evaluar una determinación de un tribunal 

hecha en el ejercicio de la discreción concedida expresamente por 

un estatuto, debemos primeramente tener presente la norma 

reiterada de hermenéutica jurídica que establece la presunción de 

corrección que cobija a tal determinación. Tal presunción s[o]lo 

puede ser alterado por la presencia ya sea de prejuicio, parcialidad, 

error manifiesto o abuso de su discreción.” Pueblo v. Hernández 

Villanueva, supra, págs. 889 y 890; Pueblo v. Echavarría Rodríguez I, 

128 DPR 299, 316 (1991).   

III. 

 En su escrito, el señor Hernández Vargas menciona que 

anterior a este recurso, solicitó que se le incluyera de forma 

retroactiva el tiempo que cumplió en el Residencial de Varones de 

Ponce y el tiempo cumplido en probatoria por los mismos hechos y 

delitos, por los cuales se encuentra cumpliendo sentencia.  Plantea 

que dicho tiempo debe ser descontado del término de prisión.  
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Sostiene que procede aplicar retroactivamente el principio de 

favorabilidad a las convicciones producto de una alegación pre-

acordada y que debe ser resentenciado conforme a la Ley 246-2014.  

Señala que el foro primario erró al declarar No Ha Lugar la solicitud 

para ser resentenciado.  Apoya su planteamiento en el Artículo 4 del 

Código de Enjuiciamiento Criminal, 34 LPRA sec. 1039, el cual se 

encuentra derogado.  Así también, invoca los Artículos 4, 69 y 80 

del Código Penal de Puerto Rico, 33 LPRA secs. 5004, 5102, 5116.   

En nuestro estudio del recurso, encontramos que el beneficio 

de sentencia suspendida le fue revocado al señor Hernández Vargas 

el 13 de marzo de 2017.  La Sentencia1 en virtud de la cual fue 

impuesta la pena que el peticionario interesa que se le reduzca, 

dispuso entre las condiciones, para que pudiera gozar del beneficio 

de sentencia suspendida que: 

[…] 
 
9. Cualquier violación a las leyes vigentes en Puerto Rico 
podrá conllevar la revocación de esta orden, en cuyo caso 
usted cumplirá la sentencia impuesta de acuerdo con la 
ley…. 
 
10. Cualquier violación de las condiciones que por la 
presente se le imponen o de las que de tiempo en tiempo se 
le impusieren dentro del régimen a prueba a que se le 
somete, podrá implicar la revocación de la orden de 
suspensión de los efectos de la sentencia y usted podrá ser 
recluido en prisión donde cumplirá la totalidad de la 
sentencia impuesta de acuerdo con la ley. 
 
[…] 

 

Lo cierto es que, la legislación vigente le concede discreción al 

juzgador para que, al revocar el privilegio de sentencia suspendida, 

el probando cumpla la totalidad del tiempo dispuesto al momento de 

ser sentenciado.  No surge del expediente ni ha presentado el 

peticionario, evidencia de que al momento de revocar el referido 

privilegio, el foro primario haya decidido abonarle tiempo alguno.  

Por el contrario, se revocó la sentencia suspendida y se ordenó el 

 
1 Tomamos conocimiento judicial del recurso KLCE201800103. 
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cumplimiento de la sentencia.  Luego, la posterior solicitud del 

peticionario para ser resentenciado, fue denegada.  En vista de que 

ello constituye una función discrecional del tribunal de primera 

instancia, solo procede variar el dictamen si se desprende prejuicio, 

parcialidad, error manifiesto o abuso en el ejercicio de la discreción.  

Al ejercer nuestro rol revisor no hemos encontramos elemento que 

nos mueva a ejercer nuestra función discrecional de expedir el auto 

solicitado.  Esto, puesto que el señor Hernández Vargas no ha 

acreditado ninguna de las instancias detalladas en la Regla 40 de 

nuestro Reglamento, que justifique acceder a lo solicitado por él.  

En consecuencia, nos abstenemos de intervenir con el dictamen 

recurrido.  

VI. 

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos expedir el 

auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La jueza Birriel Cardona disiente sin opinión escrita.  

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


